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CC DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA MESA DIRECTIVA 

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA 

PRESENTE 

 

 

El que suscribe DIPUTADO RAYMUNDO ATANACIO LUNA, 

integrante del Grupo Legislativo del Partido del Trabajo de la LX 

Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Puebla, con fundamento 

en lo dispuesto por los Artículos 57, fracción I de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Puebla, 44 fracción II, 144 fracción II, 146 

y 147 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano 

de Puebla, 120 fracción VI del Reglamento Interior del Honorable 

Congreso del Estado presento para su trámite constitucional INICIATIVA 

DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO de Puebla bajo los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

 

Indudablemente, la figura del fuero se ha utilizado de manera 

incorrecta, ya que fue creada con el fin de garantizar que los servidores 

públicos, por ejemplo, los legisladores, no corrieran riesgos por las 

expresiones que hicieran en el ejercicio de su cargo a fin de evitar que se 

utilicen las instituciones de administración de justicia para reprenderlo. 

En el caso del Ejecutivo federal y de los Ejecutivos locales, el fuero se 
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otorgaba con el fin de evitar un mal mayor, dejar a una entidad sin 

gobernante o al país sin presidente, por lo que al momento de retirar el 

fuero se considerase si la falta así lo ameritase. 

 

De tal manera que el problema es un abuso de esta figura, que en 

algunos casos ha llevado a la impunidad y corrupción, por lo que la 

finalidad es desterrar cualquier resquicio de falta de aplicación de la ley e 

impunidad. 

 

En el sentido anterior, el estudio denominado “Fuero, inmunidad 

parlamentaria y juicio político en México”1 elaborado por el Instituto 

Belisario Domínguez del Senado de la República refiere lo siguiente: 

 

“Aunque en el mundo se considera al fuero (o inmunidad 

parlamentaria) como una garantía de independencia de los 

parlamentarios y otros servidores públicos ante el acoso judicial, en años 

recientes ha sido caracterizada y percibida como un mecanismo de 

impunidad. Estudios de opinión pública ilustran esta percepción. Un 

sondeo de Parametría (2010) concluyó que siete de cada diez mexicanos 

no estaban de acuerdo con que se otorgara fuero a los legisladores; ocho 

de cada diez consideraban que era un privilegio usado “para abusar de su 

cargo y cometer actos ilícitos sin poder ser juzgados”, y únicamente uno 

de cada diez creía que se utilizaba como “una garantía constitucional para 

la libre expresión de las ideas”. Cinco años después, en noviembre de 

2015, una encuesta en vivienda aplicada por Consulta Mitofsky reportó 
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que 64 por ciento de los mexicanos están a favor de la eliminación del 

fuero y sólo 24 por ciento lo respaldan (CESOP, 2016)” 

 

En suma, la inmunidad judicial tiene como fin proteger a 

legisladores y funcionarios de la persecución judicial que podría derivarse 

del cumplimiento de sus funciones públicas. El argumento más sólido a 

favor de la inmunidad parlamentaria es que ésta puede contribuir a 

fortalecer la autonomía del Poder Legislativo ante intentos de acoso por 

parte del Poder Ejecutivo o de intereses que se ven afectados por la labor 

que realice el parlamento. (Chafetz, 2007).  

 

En el caso de los funcionarios del Poder Ejecutivo, dicha inmunidad 

evita o limita la posibilidad de que se inicien actos de persecución contra 

ellos mientras cumplen con las funciones y responsabilidades que la ley 

les mandata. No obstante, en años recientes se ha argumentado que la 

inmunidad judicial del Auditor Superior del Estado ha sido utilizada a favor 

del grupo en él poder.  

 

La inmunidad judicial puede ser un mecanismo que facilite las 

condiciones para la prevalencia de hechos de corrupción.  

 

Esta modificación responde a una exigencia de que los servidores 

públicos no constituyen una clase privilegiada que se encuentra fuera de 
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la aplicación de la justicia, ni mucho menos que la obtención de un puesto 

de elección popular significara que no serán castigados por ilícitos que 

cometieron previamente ni que el cargo constituye una patente para 

seguir cometiendo faltas. Es entendible que el fuero de los servidores 

públicos se concedió constitucionalmente como una garantía ante el 

ataque político y la persecución judicial de las fuerzas políticas contrarias, 

sin embargo, la finalidad esperada se ha pervertido, y se ha convertido 

en una suerte de inmunidad que nulifica cualquier posibilidad de exigir 

una responsabilidad a quien detenta el fuero constitucional. Es necesario 

que el pacto constitucional sea modificado y hacer los ajustes 

correspondientes para clarificar el principio de igualdad ante la ley, y 

generar los incentivos necesarios para que las conductas de los servidores 

públicos sean ejemplares, sólo de esta manera se elevará el rasero de la 

exigencia de honestidad, decoro y ética con la que deben dirigirse los 

servidores públicos. 

 

Por lo expuesto sometemos a consideración de esta soberanía el 

siguiente: 

 

INICIATIVA DE DECRETO  
 

Artículo Único: SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA 

PARA QUEDAR COMO SIGUEN: 
 

ARTÍCULO 113.- …  
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I a X.-… 

….. 

 

El Titular de la Auditoría Superior del Estado, será nombrado por un 

periodo de siete años; pudiendo ser ratificado por una sola vez para un 

periodo igual, de acuerdo a las disposiciones de la Ley de la materia y 

podrá ser removido, exclusivamente, conforme a lo previsto en el artículo 

125 de esta Constitución. 

... 

 

Artículo 125.-… 

 

I.-.. 

 

II.- Se impondrán, mediante juicio político, y conforme al procedimiento 

establecido en la Ley de la materia, las sanciones de destitución e 

inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones 

de cualquier naturaleza, al Gobernador del Estado, Diputados al Congreso 

Local, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, y del Tribunal de 

Justicia Administrativa, así como a los Consejeros de la Judicatura del 

Poder Judicial del Estado, y Comisionados del Instituto de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Estado de Puebla, por: 

  

a) a c) …. 

….. 
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III a VIII.-… 

 

 

Artículo 126.-… 

 

Para procesar por un delito del orden común a un Diputado, al 

Gobernador, a un Magistrado o a un Consejero de la Judicatura del Poder 

Judicial del Estado, se necesita que la Legislatura, erigida en Gran Jurado, 

declare por los dos tercios de los votos de sus miembros presentes, si ha 

lugar o no a formarle causa. En caso negativo, no habrá lugar a 

procedimiento ulterior, pero tal declaración no prejuzga sobre los 

fundamentos de la acusación ni impide que ésta continúe su curso cuando 

el acusado haya dejado de tener fuero. En el afirmativo, quedará el 

acusado separado de su cargo y sujeto a la acción de los Tribunales 

Ordinarios 

 

… 

 

 

ARTICULO 127.- Para procesar por delitos oficiales a los Diputados, al a 

los Magistrados y los Consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del 

Estado, se seguirán las reglas siguientes: 

 

I a IV.-…. 
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T R A N S I T O R I O S 

 

 

PRIMERO.- El presente Decreto deberá publicarse en el Periódico Oficial 

del Estado y entrará en vigor el día siguiente de su publicación.  

 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al o 

contravengan lo dispuesto por el presente Decreto.  

 

TERCERO.- Envíese a los doscientos diecisiete Ayuntamientos y los cinco 

Concejos de los Municipios del Estado, para los efectos establecidos en 

los artículos 140 y 141 de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Puebla.  

 

 

 

CUATRO VECES HERÓICA PUEBLA DE ZARAGOZA 

A LOS VEINTIDOS DÍAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL 

DIECIOCHO. 

 

 

 

DIP. Raymundo Atanacio Luna 


